
 

 

Bogotá D.C., septiembre de 2026 
 
Doctor 
MIGUEL ÁNGEL SÁNCHEZ VÁZQUEZ  
Secretario General 

Cámara de Representantes 
Ciudad 
 
 

Asunto: Radicación del Proyecto de Ley: "Por la cual se establecen mecanismos 
tributarios y de financiación para la Tarifa Diferencial de Transporte para 
Estudiantes, se crea el Sistema Nacional de Tarifa Diferencial de Transporte y se 
dictan otras disposiciones”. 
 
 
 

 
Respetado Secretario: 
 
Por medio de la presente, muy comedidamente me permito radicar el Proyecto de Ley del 
asunto. En tal sentido, respetuosamente solicito proceder según el trámite legal y 
constitucionalmente previsto para tales efectos. 
 
Cordialmente,  

 
 
 
 
 
HÉCTOR DAVID CHAPARRO    JENNIFER PEDRAZA   
Representante a la Cámara    Senadora de la República 
Partido Liberal      Partido Dignidad y Compromiso 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

 
PROYECTO DE LEY NO.  _____   DE 2026 CÁMARA 

 
“Por la cual se establecen mecanismos tributarios y de financiación para la Tarifa 
Diferencial de Transporte para Estudiantes, se crea el Sistema Nacional de Tarifa 

Diferencial de Transporte y se dictan otras disposiciones”. 
 
 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
 

DECRETA 

CAPÍTULO I. Disposiciones generales. 

 
ARTÍCULO 1. Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer mecanismos tributarios y 
de financiación para la Tarifa Diferencial de Transporte para Estudiantes; crear el Sistema 
Nacional de Tarifa Diferencial de Transporte; y determinar el marco general para la 
implementación progresiva de esquemas de tarifa diferencial de transporte para los 
estudiantes de los niveles de educación básica secundaria, media, técnica, tecnológica y 
universitaria de pregrado que sean usuarios de los sistemas de transporte público de 
pasajeros, orientados a reducir la barrera económica del transporte para el acceso, la 
permanencia y la culminación de los procesos educativos, mediante la concurrencia 
diferenciada de recursos entre la Nación y las entidades territoriales, de acuerdo con su 
capacidad fiscal. 
 
ARTÍCULO 2. Ámbito de aplicación. Las disposiciones de esta ley aplican en todo el 

territorio nacional y son vinculantes para la Nación, los departamentos, los distritos, los 
municipios, las áreas metropolitanas, de acuerdo con sus competencias y disponibilidad 
presupuestal, así como para las autoridades de transporte y los operadores de los sistemas 
de transporte público de pasajeros, incluidos el transporte intermunicipal y los sistemas de 
transporte masivo y estratégico (SITM/SETP). 
 
 
ARTÍCULO 3. Principios orientadores. La aplicación de la presente ordenanza tendrá en 

cuenta los siguientes principios orientadores:  
 

 Participación Ciudadana: Todas las personas en forma directa, o a través de las 

organizaciones sociales, podrán colaborar con las autoridades  e instancias públicas 
y privadas para la implementación de la tarifa diferencial de transporte para 
estudiantes, así como ejercer un control y seguimiento de su implementación.  
 

 Progresividad focalizada: La cobertura de las disposiciones de esta Ley, se 
ampliaran de manera gradual y verificable, priorizando siempre a la población 
estudiantil en mayor condición de vulnerabilidad, conforme a la metodología vigente 
del Sisbén IV o la que haga sus veces. 
 



 

 

 Sostenibilidad fiscal: La implementación del Sistema se sujeta en todo momento 

al Marco Fiscal de Mediano Plazo y al Marco de Gasto de Mediano Plazo, así como 
a la disponibilidad presupuestal de cada vigencia. 
 

 Incentivo antes que carga: la vinculación del sector transportador se promueve 

mediante beneficios tributarios y operacionales, y no mediante contribuciones 
obligatorias sobre sus ingresos o utilidades. 
 

 Transparencia y evidencia: La asignación de beneficios y de cofinanciación se 

basa en datos verificables y accesibles, es objeto de reporte público periódico y está 
libre de injerencia política o clientelar. 

 
 Coordinación y concurrencia: La Nación, las entidades territoriales, las 

autoridades de transporte, las instituciones educativas y los demás actores 
involucrados coordinarán sus actuaciones y concurrirán, en el marco de sus 
competencias, para la financiación, implementación, seguimiento y evaluación de 
los esquemas de tarifa diferencial de transporte para estudiantes, garantizando la 
articulación institucional y el uso eficiente de los recursos públicos. 
 

 Equilibrio contractual: Cualquier ajuste tarifario que afecte contratos de concesión 
vigentes de sistemas de transporte masivo reconoce y compensa el eventual 
impacto sobre su ecuación económica. 

 

Parágrafo. Los principios enunciados en el presente artículo se aplicarán sin perjuicio de 

aquellos previstos en normas de rango constitucional, legal o reglamentario que resulten 
pertinentes. 

CAPÍTULO II. Beneficio y beneficiarios. 

ARTÍCULO 4. Beneficiarios. Podrán ser beneficiarios de las disposiciones contempladas 

en la presente ley, los y las estudiantes matriculados y activos en instituciones educativas 
oficiales o privadas debidamente reconocidas, en los niveles de básica secundaria, 
educación media, educación para el trabajo y el desarrollo humano, y educación superior 
de pregrado (técnica, tecnológica o universitaria), de conformidad con los principios y 
criterios de focalización y priorización establecidos en la presente ley. 

Parágrafo 1. La condición de beneficiario no genera un derecho automático de acceso al 

beneficio. Su otorgamiento estará sujeto a los criterio de priorización, disponibilidad 
presupuestal y demás condiciones previstas en la presente ley y en la reglamentación que 
expida el Gobierno nacional. 

Parágrafo 2. Las entidades territoriales deberán implementar mecanismos de certificación 

que permitan acreditar la condición de beneficiario. Para tal efecto, podrán establecer 
tarjetas personalizadas, medios electrónicos de identificación o sistemas similares, que 
permitan verificar la vigencia de dicha condición y realizar su actualización de manera 
permanente y periódica.  



 

 

ARTICULO 5. Mecanismos de otorgamiento a la Tarifa diferencial de transporte. 

Las entidades del orden nacional y territorial, estructuraran, implementaran y financiaran 
según la disponibilidad presupuestal, una tarifa diferencial de transporte dirigida a los y las 
estudiantes beneficiarios . 
 
El beneficio podrá otorgarse mediante cualquiera de los siguientes mecanismos: 
 

1. Cofinanciación de un porcentaje del valor del pasaje, aplicable mediante tarjeta o 
documento especial que identifique al estudiante beneficiario. El porcentaje de 
cofinanciación será determinado anualmente por el Gobierno Nacional, 
Departamental, Distrital o Municipal, según corresponda. 

2. Entrega de bonos periódicos a los beneficiarios. 
3. Tarjetas inteligentes. 
4. Convenios con empresas de transporte. 
5. Los demás mecanismos que determinen el Gobierno nacional o las entidades 

territoriales 
 
Parágrafo 1. En ningún caso, para un mismo período, un estudiante podrá acceder 

simultáneamente a más de un beneficio de tarifa diferencial de transporte. 
 
ARTÍCULO 6. Requisitos. Para acceder al beneficio bastará con acreditar:  

 
1. Matrícula vigente verificable en el Sistema Integrado de Matrícula (SIMAT) o el 

Sistema Nacional de Información de la Educación Superior (SNIES). 
2. Clasificación vigente en el Sisbén IV en pobreza extrema, pobreza moderada o 

situación de vulnerabilidad, o la que haga sus veces. 
3. Estar inscrito y en la plataforma virtual  o medio físico que se disponga para acceder 

a la tarifa diferencial, para lo cual cada entidad deberá diseñar un mecanismo que 
permita la inscripción.  

4. La distancia entre la vivienda del estudiante  y la institución educativa implique que 
el desplazamiento se deba hacer en transporte vehicular.  

 
Parágrafo. Las entidades competentes deberán habilitar la interoperabilidad entre estas 

bases de datos para que la verificación sea automática y no exija al estudiante trámites 
presenciales repetitivos. 

Cuando la interoperabilidad no esté disponible en un territorio determinado, la entidad 
competente podrá exigir de manera transitoria la acreditación de matrícula y de 
residencia, así como la inscripción en la plataforma o medio físico que disponga para tal 
fin. 

ARTÍCULO 7. Causales de pérdida del beneficio. Serán causales de pérdida del 

Beneficio las siguientes:  
 

1.    El suministro de información falsa para acceder al subsidio. 
2.    La variación de las condiciones que dieron lugar al beneficio, cuando el estudiante 

deje de cumplir los requisitos de acceso.  
3.    La suplantación del beneficiario. 



 

 

CAPÍTULO III. Mecanismos de financiación y Cofinanciación.  

ARTÍCULO 8. Financiación de esquemas de tarifa diferencial. Los recursos necesarios 

para la financiación o cofinanciación de los mecanismos de otorgamiento que se 
establezcan, podrán ser asumidos por la Nación en cuyo caso las entidades territoriales 
deberán presentar las estrategias ante el Gobierno Nacional para su evaluación y análisis. 
En todo caso, el mecanismo contemplado en este artículo deberá sujetarse a la 
disponibilidad presupuestal, al Marco Fiscal de Mediano Plazo y al Marco de Gasto de 
Mediano Plazo.  

ARTICULO 9. Fondo Nacional de Tarifa Diferencial Estudiantil. Créase el Fondo 
Nacional de la Tarifa Estudiantil, sin personería jurídica, administrado por el Ministerio de 
Transporte en coordinación con el Ministerio de Educación Nacional, cuyo objeto es 
cofinanciar las medidas contempladas en esta ley, con prioridad para las entidades 
territoriales de menor capacidad fiscal y mayor incidencia de deserción escolar asociada al 
transporte. 

ARTÍCULO 10. Fuentes del Fondo Nacional de Tarifa Diferencial Estudiantil. El fondo 

tendrá como fuentes de financiación:   

1. Apropiaciones del Presupuesto General de la Nación. 
2. Los recursos que destinen las entidades territoriales mediante convenios de 

cofinanciación. 
3. Recursos de cooperación internacional.  
4. Donaciones, aportes y demás contribuciones de personas naturales o jurídicas, 

públicas o privadas.  
5. Recursos del Sistema General de Regalías de libre destinación. 
6. Recursos de cofinanciación de sistemas de transporte previstos en la Ley 310 de 

1996, modificada por la Ley 2294 de 2023Los previstos en la Ley 310 de 1996, 
modificada por la Ley 2294 de 2023, con recursos de cooperación internacional y 
aportes públicos o privados.  

7. Los demás recursos que le sean asignados por disposición legal o reglamentaria. 

Parágrafo 1.  La ejecución de los recursos del Fondo estará sujeta a las disponibilidades 
presupuestales de cada vigencia fiscal, al Marco Fiscal de Mediano Plazo y al Marco de 
Gasto de Mediano Plazo. 

Parágrafo 2. Facúltese a las Asambleas Departamentales, así como a los Concejos 

Distritales y  Municipales para crear Fondos Departamentales, Distritales y Municipales 
conforme a los parámetros generales de esta ley y las atribuciones constitucionales y 
legales.   

ARTÍCULO 11. Destinación de los recursos. Los recursos del Fondo se destinarán, 

entre otros, a: 

1. Cofinanciar los esquemas de tarifa diferencial implementados por departamentos, 
distritos y municipios. 



 

 

2. Financiar programas piloto en entidades territoriales que no cuenten con esquemas 
de subsidio al transporte estudiantil. 

3. Brindar asistencia técnica para la estructuración, implementación, seguimiento y 
evaluación de los programas de tarifa diferencial. 

4. Financiar el desarrollo de herramientas tecnológicas que permitan la focalización, 
administración, control y seguimiento de los beneficiarios. 

5. Las demás que determine el gobierno nacional siempre que tengan el propósito de 
cumplir el objeto de esta ley.  

Parágrafo. El Gobierno nacional reglamentará la fórmula objetiva de distribución de los 

recursos del Fondo entre entidades territoriales, la cual deberá considerar, como mínimo, 
la población estudiantil clasificada en Sisbén IV grupos A y B o el que haga sus veces, la 
categoría fiscal territorial y los índices de ruralidad y de deserción escolar. 

CAPÍTULO IV. Sistemas de transporte masivo y estratégico.  

ARTÍCULO 12. Inclusión de sistemas masivos. En los sistemas de transporte público 

masivo o estratégico de pasajeros (SITM/SETP), la tarifa estudiantil de que trata esta ley 
deberá quedar prevista y regulada en los respectivos contratos de concesión u operación. 

ARTÍCULO 13. Transición y equilibrio contractual en contratos vigentes. Cuando la 
aplicación de esta ley implique la modificación de contratos de concesión u operación de 
sistemas de transporte masivo o estratégico ya suscritos, la entidad territorial competente 
deberá adelantar el trámite de modificación contractual correspondiente, reconociendo y 
compensando al operador el impacto que dicha modificación genere sobre el equilibrio 
económico del contrato, en los términos de la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007 y las 
normas que las desarrollen o sustituyan. La compensación podrá cubrirse con cargo a los 
recursos de cofinanciación de que trata el Capítulo III. 

CAPÍTULO V. Incentivos al sector transportador. 

ARTÍCULO 14. Incentivo tributario en el impuesto sobre la renta. Las empresas 

habilitadas para la prestación del servicio público de transporte terrestre automotor de 
pasajeros que celebren convenios con entidades del orden nacional o territorial para la 
implementación de esquemas de tarifa diferencial de que trata la presente ley, podrán 
acceder a un descuento tributario en el impuesto sobre la renta equivalente hasta del veinte 
por ciento  (20%) del valor efectivamente asumido por concepto de subsidio tarifario durante 
la respectiva vigencia fiscal. 

Parágrafo. El Gobierno nacional reglamentará los requisitos, límites, procedimientos de 

certificación y mecanismos de control para el acceso al beneficio previsto en el presente 
artículo. 

ARTÍCULO 15. Incentivos para empresas transportadoras. El Gobierno nacional podrá 
establecer incentivos económicos, administrativos, operacionales o tarifarios adicionales 
para las empresas que participen voluntariamente en el Sistema, incluidas tarifas 
diferenciales en peajes de competencia nacional, reducciones o exenciones en trámites, 



 

 

permisos, habilitaciones, tarjetas de operación y licencias, así como mecanismos de 
compensación económica. 

Parágrafo. En ningún caso la vinculación de una empresa transportadora al Sistema podrá 

condicionarse al pago de una contribución obligatoria sobre sus ingresos o utilidades. La 
participación del sector privado se promueve exclusivamente mediante los incentivos de 
que tratan este Capítulo.  

ARTÍCULO 16. Estímulos a la implementación territorial. El Gobierno nacional podrá 

establecer convocatorias, programas de asistencia técnica y mecanismos de cofinanciación 
dirigidos a incentivar la implementación de esquemas de tarifa diferencial por parte de las 
entidades territoriales y de las empresas habilitadas para la prestación del servicio público 
de transporte. 

ARTÍCULO 17. Incentivos tributarios territoriales. Las Asambleas Departamentales y los 

Concejos municipales y distritales podrán establecer incentivos tributarios y no tributarios 
adicionales para promover la implementación efectiva del Sistema en su respectiva 
jurisdicción. 
 
 

CAPÍTULO VI. Metas, seguimiento y sostenibilidad fiscal. 

 
ARTÍCULO 18. Metas de cobertura progresiva. Dentro de los seis (6) meses siguientes 

a la entrada en vigencia de esta ley, el Gobierno nacional fijará metas de cobertura 
progresiva, con corte al menos a los tres (3) y a los seis (6) años de vigencia, priorizando 
la cobertura total del grupo A del Sisbén IV o el que haga sus veces. El Ministerio de 
Educación Nacional, en coordinación con el Ministerio de Transporte, presentará informe 
anual al Congreso de la República sobre el avance de dichas metas, desagregado por 
entidad territorial. 

ARTÍCULO 19. Sistema de información y verificación. El Ministerio de Transporte, el 

Ministerio de Educación Nacional y el Departamento Nacional de Planeación 
implementarán la interoperabilidad entre el Sisbén IV, el SIMAT y el SNIES necesaria para 
la verificación automática de beneficiarios de que trata esta ley, así como un tablero público 
de seguimiento a la ejecución de los recursos del Fondo Nacional de Tarifa Estudiantil. 

 
ARTÍCULO 20. Sostenibilidad fiscal. La implementación progresiva de los esquemas de 

tarifa diferencial deberá desarrollarse de manera compatible con el principio de 
sostenibilidad fiscal y con la disponibilidad de recursos de la Nación y de las entidades 
territoriales, observando las normas orgánicas del presupuesto, el Marco Fiscal de Mediano 
Plazo, el Marco de Gasto de Mediano Plazo y los principios de eficiencia, responsabilidad 
y equilibrio de las finanzas públicas.  

 



 

 

CAPÍTULO VII. Disposiciones finales. 

 
ARTÍCULO 21. Reglamentación. El Gobierno nacional reglamentará lo dispuesto en esta 
ley dentro de los seis (6) meses siguientes a su entrada en vigencia, incluyendo la fórmula 
de distribución del Fondo Nacional de Tarifa Estudiantil, los requisitos de acceso, las 
causales de pérdida del beneficio y el sistema de sanciones por incumplimiento. 

ARTÍCULO 22. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige a partir de su publicación y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

 
 
Cordialmente,  

 

 
 
 
 
HÉCTOR DAVID CHAPARRO    JENNIFER PEDRAZA   
Representante a la Cámara    Senadora de la República 
Partido Liberal      Partido Dignidad y Compromiso 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

1. OBJETO 

El presente proyecto de ley tiene por objeto establecer mecanismos tributarios y de 
financiación para la Tarifa Diferencial de Transporte para Estudiantes; crear el Sistema 
Nacional de Tarifa Diferencial de Transporte; y determinar el marco general para la 
implementación progresiva de esquemas de tarifa diferencial de transporte para los 
estudiantes de los niveles de educación básica secundaria, media, técnica, tecnológica y 
universitaria de pregrado que sean usuarios de los sistemas de transporte público de 
pasajeros, orientados a reducir la barrera económica del transporte para el acceso, la 
permanencia y la culminación de los procesos educativos, mediante la concurrencia 
diferenciada de recursos entre la Nación y las entidades territoriales, de acuerdo con su 
capacidad fiscal. 

La iniciativa pretende dotar al Estado, tanto del orden nacional como territorial, de un 
instrumento normativo de carácter permanente que permita a la Nación y a las entidades 
territoriales diseñar, implementar y fortalecer mecanismos que reduzcan las barreras 
económicas asociadas al costo del transporte, reconociendo que este constituye uno de los 
principales factores que inciden en el acceso, la permanencia y la culminación de los 
procesos educativos, especialmente para los estudiantes que habitan en condiciones de 
vulnerabilidad socioeconómica o en territorios donde las distancias entre el lugar de 
residencia y las instituciones educativas representan un costo significativo para las familias. 

Con este propósito, el proyecto además establece los principios orientadores, define los 
beneficiarios, fija criterios generales para la implementación de los esquemas de tarifa 
diferencial, determina las fuentes de financiación y los mecanismos de cofinanciación entre 
la Nación y las entidades territoriales, e incorpora incentivos tributarios, administrativos y 
operacionales dirigidos a promover la participación de las empresas del sector privado 
prestadoras del servicio público de transporte en la ejecución de estos programas. 
Adicionalmente el proyecto propone la creación de un fondo mediante el cual se pueda 
financiar la implementación de las tarifas diferenciales.  

La propuesta parte del reconocimiento de que la garantía efectiva del derecho a la 
educación no depende únicamente de la existencia de instituciones educativas o de la 
gratuidad en la matrícula, sino también de la eliminación de las barreras que dificultan el 
acceso cotidiano de los estudiantes a sus centros de formación. En ese contexto, la 
movilidad se constituye en un componente esencial para asegurar la permanencia 
educativa y avanzar hacia una mayor equidad territorial. 

En consecuencia, el proyecto no impone un modelo único de subsidio ni establece 
obligaciones uniformes para todas las entidades territoriales. Por el contrario, crea un marco 
general flexible que permite a la Nación, los departamentos, distritos y municipios 
estructurar e implementar esquemas de tarifa diferencial acordes con sus capacidades 
institucionales y financieras, bajo criterios de progresividad, coordinación, sostenibilidad 
fiscal y eficiencia en el uso de los recursos públicos. 



 

 

El proyecto responde a una constatación simple: el transporte es, junto con la alimentación 
y la vivienda, uno de los factores que con mayor frecuencia explican la deserción escolar y 
la interrupción de los estudios superiores en Colombia, especialmente en los territorios 
donde la distancia entre el lugar de residencia y la institución educativa impone un costo 
diario que muchas familias no pueden sostener. El diseño institucional que aquí se propone 
busca que ese reconocimiento no se quede en una declaración de principios, sino que se 
traduzca en un beneficio real, financiado y verificable, sin comprometer la sostenibilidad de 
las finanzas públicas de la Nación ni de las entidades territoriales. 

 

2. JUSTIFICACIÓN  

2.1. Antecedentes: la tarifa diferencial en la práctica, en Colombia y en el mundo 

La tarifa diferencial de transporte para estudiantes no es una idea nueva ni exclusivamente 
teórica: distintas entidades territoriales colombianas ya la han implementado, con 
resultados y dificultades que ofrecen evidencia directa sobre qué diseño institucional 
funciona y cuál no. La misma discusión se ha dado en otros países, con soluciones que, 
aunque enmarcadas en sistemas de transporte y educativos distintos, ilustran alternativas 
de financiación y de focalización relevantes para el diseño de este proyecto. 

2.2. Experiencias territoriales en Colombia 

En Boyacá, tras un proceso de reclamaciones y de diálogo impulsado por jóvenes en la 
ciudad de Tunja en enero de 2026, se logró un plan piloto de tarifa diferencial de transporte 
para educación superior en el Departamento de Boyacá. Este acuerdo contó con la 
participación de los representantes y voceros estudiantiles y autoridades las autoridades 
Departamentales y municipales, donde se alcanzó una inversión de 3.000 millones de 
pesos para financiar la tarifa diferencial de los estudiantes. El mecanismo reconoce a los 
estudiantes hasta 600.000 pesos por semestre para cubrir el costo del transporte 
intermunicipal, mediante la conservación de los tiquetes de viaje y su legalización posterior, 
y prioriza a los beneficiarios según su puntaje de Sisbén y condición de vulnerabilidad. La 
primera fase beneficia a cerca de 5.000 estudiantes diarios de la Universidad Pedagógica 
y Tecnológica de Colombia (UPTC), el SENA y la Escuela Superior de Administración 
Pública (ESAP), sobre una población de aproximadamente 100.000 estudiantes de 
educación superior en el departamento, con planes de extender la cobertura a instituciones 
privadas a partir del primer semestre de 2027. Este esquema de reembolso contra soportes 
de viaje, en lugar de un descuento aplicado directamente en el pasaje, es un mecanismo 
adicional a los previstos en el artículo 6 de este proyecto que la reglamentación podría 
incorporar expresamente. 

En Cartagena, el Concejo Distrital oficializó mediante el Acuerdo 009 una tarifa diferencial 
en el sistema Transcaribe equivalente a un descuento del 25,64% sobre el pasaje (cerca 
de 1.000 pesos por viaje), dirigida a estudiantes de básica, media y educación superior, 
personas mayores de 62 años y personas con discapacidad, siempre que se encuentren 
clasificadas en los grupos A o B del Sisbén. El programa, financiado con 5.300 millones de 
pesos y con lanzamiento operativo previsto para junio de 2026, fija además topes anuales 
de viajes subsidiados —200 para estudiantes de básica y media, 160 para estudiantes de 



 

 

educación superior y 280 para adultos mayores y personas con discapacidad—, un 
mecanismo de control del costo fiscal que combina focalización socioeconómica con un 
límite de uso, y que la reglamentación de este proyecto podría incorporar como uno más de 
los mecanismos de otorgamiento previstos en el artículo 6. 

En Manizales, la Alcaldía ha ampliado progresivamente la cobertura de su subsidio de 
transporte con tarifa diferencial para estudiantes, avanzando hacia una reglamentación con 
enfoque progresivo y equitativo que ajusta el porcentaje de descuento según la condición 
socioeconómica del beneficiario —el mismo principio de gradualidad que adopta el artículo 
5 de este proyecto—, mientras que en Manizales, Córdoba, Atlántico y Magdalena se han 
documentado esquemas territoriales de cofinanciación con descuentos que oscilan entre el 
20% y el 50% del valor del pasaje. 

El caso de Bogotá, por su parte, es una advertencia sobre lo que ocurre cuando el diseño 
institucional falla: desde 2015, el Acuerdo 615 del Concejo de Bogotá ordena una tarifa 
diferencial de transporte para estudiantes de estratos 1, 2 y 3 de educación básica, media 
y superior en el sistema integrado de transporte de la capital. Once años después, ese 
acuerdo continúa sin implementarse, al punto que en mayo de 2026 el Ministerio de 
Educación Nacional exigió públicamente a la Alcaldía Mayor su cumplimiento, ofreciendo 
acompañamiento técnico y jurídico para construir la hoja de ruta de implementación junto 
con universidades como la Universidad Distrital, la Universidad Nacional y el SENA. Este 
caso confirma exactamente el riesgo que busca prevenir el diseño de este proyecto: una 
norma que crea el derecho pero no fija metas verificables, plazos ni un mecanismo de 
reporte corre el riesgo de convertirse en letra muerta durante más de una década. Por esa 
razón, el artículo 19 de este texto fija metas de cobertura progresiva con plazos concretos 
(a 3 y a 6 años) y reporte anual obligatorio al Congreso de la República. 

2.3. Experiencia internacional 

En Filipinas, la Ley de la República No. 11314 de 2019 ("Student Fare Discount Act") 
estableció, a nivel nacional, un descuento obligatorio del 20% sobre las tarifas de transporte 
público terrestre, marítimo, ferroviario y aéreo para todos los estudiantes del país, 
verificable mediante el carné estudiantil. Lo más relevante de este antecedente para el 
diseño del presente proyecto es su mecanismo de compensación a los operadores: en lugar 
de imponerles una contribución obligatoria sobre sus ingresos o utilidades, la ley filipina les 
permite deducir el valor del descuento otorgado como gasto del impuesto sobre la renta, y 
complementa el incentivo con reducciones en tarifas y trámites regulatorios, respaldado por 
un régimen de sanciones administrativas escalonado según el tipo de operador que 
incumpla. Es, en esencia, el mismo mecanismo de incentivo tributario —y no de carga 
obligatoria— que adopta el artículo 15 de este proyecto. 

En Chile, la Tarjeta Nacional Estudiantil (TNE), vigente desde 2007 tras el movimiento 
estudiantil conocido como la "revolución de los pingüinos" de 2006, es gratuita para los 
estudiantes de colegios municipales y ofrece descuentos de entre el 33% y el 50% frente a 
la tarifa de adulto, con un monto que varía según el sistema de transporte de cada región 
del país. Es administrada conjuntamente por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas 
(JUNAEB) y el Ministerio de Educación. Su diseño —un derecho único a nivel nacional cuyo 
monto se adapta a la realidad de cada territorio— es un precedente comparado directo de 
la lógica de cofinanciación diferenciada que adopta el Capítulo III de este proyecto. 



 

 

En Alemania, el "Semesterticket" que ofrecen las universidades a sus estudiantes 
matriculados cuesta entre 80 y 200 euros por semestre (aproximadamente 29 euros 
mensuales), cerca de la mitad del valor del "Deutschlandticket" que rige para el resto de la 
población (58 euros mensuales). El Semesterticket se financia de forma solidaria, como un 
cargo colectivo incluido en las tasas semestrales que pagan todos los estudiantes 
matriculados, negociado entre las asociaciones estudiantiles, las universidades y las 
asociaciones regionales de transporte; el Deutschlandticket general, por su parte, es 
cofinanciado entre el Gobierno Federal y los estados (Länder). Este modelo de financiación 
compartida —entre estudiantes, universidades y distintos niveles de gobierno— confirma 
que un beneficio de transporte estudiantil sostenible en el tiempo requiere una arquitectura 
de financiación repartida entre varios actores, y no una única fuente de recursos. 

En conjunto, estas experiencias respaldan las decisiones de diseño de este proyecto: la 
tarifa diferencial funciona mejor cuando está claramente financiada, focalizada y sujeta a 
límites de uso razonables (Cartagena, Chile); fracasa cuando se aprueba sin recursos, 
plazos ni mecanismos de exigibilidad, así pasen once años (Bogotá); y es jurídicamente 
más sólido vincular al sector transportador mediante incentivos tributarios que mediante 
cargas obligatorias sobre sus ingresos (Filipinas). Estas conclusiones son las que informan 
el diseño institucional que se explica en el numeral 4 de esta exposición de motivos. 

Fuentes consultadas para este numeral 

● Boyacá 7 Días, "Este año arrancará plan piloto de tarifa diferencial de transporte 

para estudiantes de educación superior" (mayo de 2026). 

● Boyacá Le Informa, "Sogamoso abre convocatoria de subsidio de transporte para 

más de mil estudiantes universitarios". 

● Boyacá 95.6 FM (Gobernación de Boyacá), "Boyacá aprueba tarifa diferencial para 

estudiantes universitarios con inversión de $3.000 millones". 

● El Tiempo, "Cartagena oficializa tarifa diferencial en Transcaribe: así funcionará el 

subsidio para estudiantes, adultos mayores y población vulnerable". 

● Centro de Información de Manizales, "Subsidio de transporte con tarifa diferencial 

para estudiantes amplía cobertura". 

● Ministerio de Educación Nacional, "Gobierno Nacional exige a Bogotá cumplir la 

tarifa diferencial para estudiantes" (mayo de 2026); Presidencia de la República, 

comunicado del 12 de mayo de 2026. 

● Congreso de Filipinas, Republic Act No. 11314, "Student Fare Discount Act" (2019). 

● JUNAEB / Ministerio de Educación de Chile, Tarjeta Nacional Estudiantil (TNE); 

Chileatiende, ficha 10314. 

● Deutschland.de, guía del Deutschlandticket; Sprachschule Blog, "Deutschland-

Ticket y Transporte Público para Estudiantes de Idiomas en Alemania". 



 

 

 

2.4. Fundamentos normativos 

El propósito de garantizar las condiciones para que los estudiantes permanezcan en el 
sistema educativo no son caprichosas, sino que tienen sustento en un amplio andamiaje 
normativo y jurisprudencial:  

El artículo 2 de la Constitución Política, establece que "Son fines esenciales del Estado: 
servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de 
todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 
cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial 
y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.  

El artículo 13 de la Constitución Política establece que el Estado debe adoptar medidas en 
favor de los grupos poblacionales discriminados o marginados por su condición económica, 
física o mental, con el fin de garantizar el respeto y la efectividad del derecho fundamental 
a la igualdad. Por su parte, el artículo 24 consagra el derecho fundamental a circular 
libremente por el territorio nacional. Sobre este derecho, la Corte Constitucional, en la 
Sentencia C-468 de 2011, reconoció que “(...) el acceso al servicio público de transporte en 
las ciudades es fundamental para el ejercicio de la libertad de locomoción, y de los demás 
derechos constitucionales que dependen de la posibilidad de movilizarse, en especial para 
aquellos sectores marginados de la población urbana que carecen de otra alternativa de 
transporte diferente a los servicios públicos”. 

Asimismo, el artículo 44 superior consagra los derechos fundamentales de los niños, niñas 
y adolescentes, la obligación de protegerlos y su prevalencia frente a los derechos de los 
demás, así como la corresponsabilidad entre la familia, la sociedad y el Estado para 
garantizar su efectivo ejercicio. 

El artículo 67 de la Constitución dispone que la educación es un derecho fundamental y un 
servicio público con función social, mediante el cual se busca asegurar el acceso al 
conocimiento, a la ciencia, a la técnica y a los demás bienes y valores de la cultura. 

De igual forma, el artículo 209 ibídem determina que la función administrativa está al 
servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 
descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. 

El artículo 334 de la Constitución Política señala que el Estado interviene en la dirección 
general de la economía y de los servicios públicos y privados con el fin de mejorar la calidad 
de vida de los habitantes, asegurar la distribución equitativa de las oportunidades y de los 
beneficios del desarrollo, y garantizar progresivamente que todas las personas, 
especialmente las de menores ingresos, tengan acceso efectivo a los bienes y servicios 
básicos. 



 

 

Según el artículo 300 constitucional, corresponde a las Asambleas Departamentales, 
mediante ordenanzas, ejercer las funciones que les asignen la Constitución y la ley 
(numeral 12). En esa misma línea, la Ley 2200 de 2022, orientada a modernizar la 
organización y funcionamiento de los departamentos, dispone en su artículo 19 que las 
Asambleas Departamentales ejercerán, entre otras, las funciones que les señalen la 
Constitución y la ley (numeral 30). 

Por su parte, la Ley 105 de 1993 “Por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el 
transporte, se redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las entidades 
territoriales, se reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras 
disposiciones”, establece en su artículo 3 que el transporte público es una industria 
destinada a garantizar la movilización de personas o cosas mediante vehículos apropiados 
para cada una de las infraestructuras del sector, en condiciones de libertad de acceso, 
calidad y seguridad para los usuarios, sujeto a una contraprestación económica. 

Finalmente, el mismo artículo dispone que el servicio público de transporte se regirá por 
una serie de principios, entre los cuales destaca, en su numeral 9, el relativo a los subsidios 
a determinados usuarios, según el cual “el Gobierno Nacional, las asambleas 
departamentales y los concejos distritales y municipales podrán establecer subsidios a favor 
de estudiantes, personas con discapacidad física, personas de la tercera edad y usuarios 
de servicios de transporte indispensables, cuyas tarifas estén por fuera de su alcance 
económico”. 

De otra parte, Ley 115 de 1994, establece en su Artículo 4°: "Calidad y cubrimiento del 
servicio: Corresponde al Estado, a la sociedad y a la familia velar por la calidad de la 
educación y promover el acceso al servicio público educativo, y es responsabilidad de la 
Nación y de las entidades territoriales, garantizar su cubrimiento. El Estado deberá atender 
en forma permanente los factores que favorecen la calidad y el mejoramiento de la 
educación; especialmente velará por la cualificación y formación de los educadores, la 
promoción docente, los recursos y métodos educativos, la innovación e investigación 
educativa, la orientación educativa y profesional, la inspección y evaluación del proceso 
educativo". 

Sobre el Derecho a la Educación, resulta pertinente señalar que la honorable Corte 
Constitucional, mediante Sentencia T-743 del 23 de octubre de 2013, expresó que "[...] el 
artículo 67 de la Constitución reconoce en la educación una doble condición de 
derecho y de servicio público que busca garantizar el acceso de los ciudadanos al 
conocimiento, a la ciencia y a los demás bienes y valores culturales [...]. En cuanto a 
servicio público, la educación exige del Estado unas actuaciones concretas, 
relacionadas con la garantía de su prestación eficiente y continua a todos los 
habitantes del territorio nacional, en cumplimiento de los principios de universalidad, 
solidaridad y redistribución de los recursos en la población económicamente 
vulnerable. En su dimensión de derecho, la educación tiene el carácter de fundamental, en 

atención al papel que cumple en la promoción del desarrollo humano y la erradicación de 
la pobreza y debido a su incidencia en la concreción de otras garantías fundamentales, 
como la dignidad humana, la igualdad de oportunidades, el mínimo vital, la libertad de 
escoger profesión u oficio y la participación política." 



 

 

Adicionalmente, Ley 715 de 2001, dentro de las competencias de las entidades territoriales, 
establece en su artículo 6°: “Competencias de los departamentos. Sin perjuicio de lo 
establecido en otras normas, corresponde a los departamentos en el sector de educación 
las siguientes competencias: (...) 6.1.1. Prestar asistencia técnica educativa, financiera y 
administrativa a los municipios, cuando a ello haya lugar; (...) 6.2.4. Participar con recursos 
propios en la financiación de los servicios educativos a cargo del Estado, en la 
cofinanciación de programas y proyectos educativos y en las inversiones de infraestructura, 
calidad y dotación; (...) 6.2.5. Mantener la cobertura actual y propender a su ampliación; (...) 
6.2.12. Organizar la prestación y administración del servicio educativo en su jurisdicción”.  
 
En cuanto al artículo 3 de la Ley 336 de 1996, "Por la cual s e adopta el Estatuto Nacional 
de Transporte", se determinó que el transporte es un servicio público esencial e impuso que 
las autoridades competentes deben garantizar a los habitantes la eficiente prestación del 
servicio básico dándole prioridad a la utilización de medios de transporte masivo. Que a su 
vez, el artículo 5, determinó que el carácter de servicio público esencial implica la prelación 
del interés general sobre el particular, especialmente, en cuanto a la garantía de la 
prestación del servicio y a la protección de los usuarios. 

Que la Ley 1098 de 2006, “Por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia”, 
en su artículo 41 establece las obligaciones y responsabilidades del Estado, entre ellas la 
de participar activamente en la garantía efectiva de los derechos y las garantías de los 
niños, las niñas y los adolescentes. Dentro de dichas obligaciones se destacan el artículo 
18. “Asegurar los medios y condiciones que les garanticen la permanencia en el sistema 
educativo y el cumplimiento de su ciclo completo de formación”; el artículo 23. “Diseñar y 
aplicar estrategias para la prevención y el control de la deserción escolar y para evitar la 
expulsión de los niños, las niñas y los adolescentes del sistema educativo” y el artículo 
27. “Prestar especial atención a los niños, las niñas y los adolescentes que se encuentren 
en situación de riesgo, vulneración o emergencia”. 

Que el Plan Nacional de Desarrollo expresamente contempla en su artículo 172 que “los 
entes territoriales podrán diseñar estrategias para la implementación de subsidios a las 
tarifas al usuario de los Sistemas de Transporte Público de Pasajeros para los estudiantes”, 
señalando que los recursos necesarios para financiar o cofinanciar el esquema de subsidios 
que se establezcan, podrán ser asumidos por la Nación en cuyo caso las entidades 
territoriales deberán presentar las estrategias ante el Gobierno Nacional para su evaluación 
y análisis”. 

 

 
3. CIFRAS 

 
La deserción en la educación superior es un fenómeno estructural que compromete tanto 
la trayectoria académica y profesional de miles de jóvenes colombianos como la 
sostenibilidad fiscal del sistema educativo. Según cifras del Sistema para la Prevención de 
la Deserción en la Educación Superior (Spadies) citadas por El Tiempo, la deserción 
acumulada por cohorte alcanza el 24,15% en el nivel universitario y supera el 32% y el 34% 



 

 

en los niveles tecnológico y técnico profesional, respectivamente; el propio Spadies advierte 
que “aproximadamente 1 de cada tres estudiantes que ingresan al sistema no culmina sus 
estudios” (El Tiempo, 3 de marzo de 2025). 
 
En cuanto a la tasa de deserción anual, indicador con el que el Ministerio de Educación 
hace seguimiento año a año al fenómeno, el reporte de Spadies para 2023 se ubicó en 
8,97%, es decir, 0,06 puntos porcentuales por debajo de 2022 (9,03%), lo que confirma una 
tendencia de regreso a los niveles previos a la pandemia. La tasa de ausencia 
intersemestral, que mide el riesgo de deserción de los estudiantes que no se matriculan en 
un semestre, también descendió levemente, de 12,54% en 2022 a 12,40% en 2023. 
 
La reducción se observa en todos los niveles de formación, aunque de manera desigual. 
En el nivel técnico profesional la tasa bajó 2,42 puntos porcentuales entre 2021 y 2022 (de 
18,79% a 16,37%); en el tecnológico disminuyó 2,38 puntos, revirtiendo una tendencia al 
alza que se sostenía desde 2017; y en el universitario la caída fue de apenas 0,81 puntos 
(de 8,89% a 8,08%), el nivel con menor variabilidad histórica. 
 
El fenómeno también se refleja en las cifras de acceso. Según el Sistema Nacional de 
Información de la Educación Superior (SNIES), la tasa de tránsito inmediato a la educación 
superior fue de apenas el 45% en 2024, lo que significa que más de la mitad de los 
bachilleres del país no ingresa de manera inmediata —o nunca ingresa— a un programa 
de educación superior. 
 
El embudo de acceso se agudiza en las siguientes etapas del proceso. En 2025, 2.230.624 
personas presentaron solicitud formal de ingreso a algún programa de educación superior 
(53% mujeres, 45% hombres y menos del 2% en otra categoría), de las cuales el 60% 
correspondía al sector oficial y el 39% al privado. De ese total, solo 1.469.647 fueron 
admitidas —cerca del 65%— y, de los admitidos, apenas 1.156.360 lograron formalizar su 
matrícula, es decir, el 51,8% del total de solicitantes iniciales. Al final del proceso, 
únicamente 557.999 estudiantes se graduaron, cifra que equivale a solo el 25% de quienes 
iniciaron el proceso de solicitud (Fuente: Sistema Nacional de Información de la Educación 
Superior). 
 
Frente al costo económico del fenómeno, el Laboratorio de Economía para la Educación 
(LEE) de la Universidad Javeriana estimó que el país pierde al menos $2,8 billones al año 
por causa de la deserción estudiantil, entre la inversión pública y familiar desperdiciada y la 
pérdida de productividad de los jóvenes que quedan por fuera del sistema educativo. A esto 
se suma el costo de la repitencia: cada familia de un estudiante que pierde el año pierde en 
promedio cerca de $3 millones (LEE, Universidad Javeriana). 
 
Diversos lineamientos nacionales sobre permanencia estudiantil identifican el transporte 
como uno de los factores cotidianos que inciden directamente en la deserción. La Guía para 
la Implementación del Modelo de Gestión de Permanencia y Graduación Estudiantil en 
Instituciones de Educación Superior señala que la gestión de recursos para la permanencia 
no puede limitarse a la financiación de matrículas, sino que debe extenderse a factores 
como el transporte, la alimentación, la dotación de equipos y el acompañamiento 
psicosocial. En el mismo sentido, los lineamientos nacionales sobre estrategias de 
permanencia reconocen que aliviar los costos cotidianos —entre ellos el transporte, los 



 

 

materiales y la alimentación— fortalece directamente la permanencia de los estudiantes en 
el sistema educativo. 
 
 
A escala nacional, para 2023 el país contaba con cerca de 12 millones de estudiantes 
matriculados en los distintos niveles del sistema educativo, y la práctica totalidad de los 
hogares colombianos tiene al menos un estudiante — cifra que dimensiona tanto el alcance 
potencial del beneficio como la magnitud del esfuerzo fiscal que exige diseñarlo de forma 
sostenible y bien focalizada, en lugar de universal e indiferenciada. El documento 
"Deserción escolar en Colombia: análisis, determinantes y política de acogida, bienestar y 
permanencia", publicado por el Ministerio de Educación Nacional en 2022, identifica la falta 
de transporte escolar como una barrera de acceso y permanencia asociada 
específicamente a la distancia entre la escuela y el hogar, y señala que la responsabilidad 
de implementación recae en la práctica sobre las entidades territoriales certificadas, 
mientras la Nación se limita a generar el marco normativo — precisamente el desequilibrio 
que este proyecto busca corregir mediante el Fondo Nacional de Tarifa Estudiantil y la 
escala de cofinanciación prevista en el proyecto. 

A esa cifra se suman las experiencias territoriales ya en marcha que se describieron en el 
numeral 2 y que ilustran el rango de descuentos aplicados en la práctica colombiana: los 
departamentos de Magdalena, Atlántico y Córdoba, y las ciudades de Manizales y Montería, 
han implementado tarifas diferenciales o subsidios parciales al transporte estudiantil que 
oscilan entre el 20% y el 50% del valor del pasaje, financiados mediante esquemas de 
cofinanciación entre la entidad territorial, el sistema de transporte y, en algunos casos, 
recursos de cooperación o responsabilidad social empresarial. Ninguna de estas 
experiencias replica un piso uniforme para todo el país sin distinción territorial; todas 
corresponden, en cambio, al patrón gradual y diferenciado que adopta este proyecto. 

Estas cifras evidencian que la deserción educativa y en particular la asociada a las barreras 
económicas de movilidad son un problema estructural del sistema educativo colombiano 
frente al cual la tarifa diferencial de transporte se plantea como un instrumento de política 
pública pertinente y necesario. 
 
 
CASO DE BOYACÁ:  
 

De acuerdo con las cifras del Plan Departamental de Desarrollo, el departamento de Boyacá 
para el año 2023, contaba con 356 Instituciones Educativas, de las cuales 100 son privadas 
y 256 oficiales, de ellas, el 53% (138 I.E.) se ubican en el área urbana y el 47% (117 I.E.) en 
el área rural. Estas instituciones agrupan 1.983 sedes, distribuidas en 270 sedes 
urbanas y 1.713 rurales (datos M.E.N., Cobertura en cifras ETC – noviembre). La matrícula 
total asciende a 131.007 estudiantes (84.034 en el área urbana y 46.973 en la rural), según 
el SIMAT-SEB, con corte al 1 de abril de 2023. Para atender esta población estudiantil, el 
sector oficial dispuso de 8.082 docentes y directivos docentes y 1.163 
administrativos (Oficina de Gestión de Personal). 

En cuanto al sector privado, el departamento cuenta con 110 instituciones educativas, que 
atienden a 12.008 estudiantes(Secretaría de Educación de Boyacá, 2023). 



 

 

A pesar de que la población en edad escolar (5 a 16 años) es mayor en las zonas rurales 
de los municipios no certificados, según proyecciones del Censo 2018, la matrícula es 
superior en las áreas urbanas. Esto se debe a la limitada oferta rural de instituciones que 
brinden continuidad en educación básica y media, lo que obliga a niños, niñas y jóvenes a 
desplazarse hacia las cabeceras municipales para culminar estos niveles. 

La cobertura bruta de la ETC Boyacá, entendida como la relación entre la matrícula, 
independiente de la edad, y la población potencial en edad escolar según los rangos 
definidos por el Ministerio de Educación Nacional (Transición: 5 años; Primaria: 6 a 10; 
Secundaria: 11 a 14; Media: 15 a 16 años), evidencia que en 2023 el nivel con menor 
cobertura es preescolar, con 77,9%. Esta cifra representa una disminución de 4,2 puntos 
porcentuales frente a 2022, equivalente a 550 estudiantes menos. Entre los factores que 
explican esta reducción se encuentra la resistencia cultural de algunas familias, 
especialmente rurales, que optan por matricular a sus hijos directamente en grado primero, 
desconociendo la importancia del ciclo de educación inicial para el desarrollo integral del 
niño (Secretaría de Educación de Boyacá, 2023). 

La cobertura bruta de primaria y secundaria también presenta disminuciones significativas 
entre 2022 y 2023, con 1.120y 2.012 estudiantes menos, lo que equivale a reducciones 
de 1,9 y 4 puntos porcentuales, respectivamente. La mayor afectación se registra en 
secundaria, distribuida en un 73,2% en zona urbana y 26,8% en zona rural. Es importante 
señalar que, aunque la matrícula se registra como urbana, una gran proporción de 
estudiantes reside realmente en áreas rurales. La escasa disponibilidad de instituciones 
con oferta de secundaria en estas zonas obliga a los estudiantes a desplazarse, lo que 
incrementa la deserción escolar, que para 2022 alcanzó el 2,95% según el MEN (Cobertura 
en cifras, noviembre de 2023). 

En el nivel de media, cuya cobertura alcanza el 86,6%, se observa un leve incremento, lo 
cual resalta la necesidad de continuar implementando estrategias que permitan mantener 
y ampliar la matrícula con condiciones de calidad y pertinencia. 

Finalmente, de acuerdo con las cifras de la Secretaría de Educación de Boyacá para el año 
2025, el departamento cuenta con 136.241 estudiantes desde preescolar hasta educación 
media, de los cuales 121.837 pertenecen al sector oficial. 

Por su parte, el informe Boyacá en cifras – 2024, elaborado por las Cámaras de Comercio 
de Boyacá, señala que los principales retos del sector educativo son mantener y mejorar la 
cobertura, la eficiencia, la calidad y la infraestructura. En materia de cobertura, se identifican 
deficiencias en los niveles de transición, primaria y media, asociadas a barreras de acceso y 
a una elevada tasa de extraedad. 

El informe también advierte una disminución en las matrículas, situación que requiere 
atención prioritaria, pues entre sus posibles causas se encuentran diversas dificultades 
externas, tales como los costos de alimentación, transporte, vivienda, entre otros. 

 



 

 

 

Por su parte, según el Ministerio de Educación, Boyacá registra una tasa promedio de 
deserción del 2,38%. Si bien esta cifra es relativamente baja, es necesario continuar 
adoptando acciones que permitan avanzar hacia su reducción total. 

De todo lo anterior, queda claro que el acceso al transporte constituye uno de los principales 
determinantes de la permanencia escolar y universitaria, especialmente para los 
estudiantes de menores ingresos y en condiciones de vulnerabilidad. En lo que refiere al 
gasto de transporte representa uno de los gastos más significativos dentro de la canasta 
educativa de los hogares vulnerables, llegando incluso a convertirse en una barrera que 
limita la continuidad académica y el acceso equitativo a oportunidades formativas. 

En sintonía con lo anterior, experiencias recientes en departamentos como Magdalena, 
Atlántico, Córdoba y ciudades como Manizales y Montería han demostrado la efectividad 
de implementar tarifas diferenciales o subsidios parciales al transporte, los cuales suelen 
oscilar entre el 20 % y el 35 % y hasta del 50% del valor de los pasajes. Estos mecanismos 
han permitido aliviar la carga económica de los estudiantes y reducir los riesgos de 
deserción asociados a la imposibilidad de cubrir los traslados diarios hacia los centros 
educativos. 

La adopción de un subsidio de transporte focalizado, con criterios de priorización 
socioeconómica a través del SISBEN favorece que los beneficios lleguen a quienes 
enfrentan mayores barreras económicas. De igual manera, mecanismos administrativos 
como la verificación de matrícula vigente, la exigencia de certificación institucional y el uso 
de plataformas de inscripción digital contribuyen a garantizar la transparencia en la 
asignación del beneficio y su correcta focalización. 

Es importante resaltar que la implementación de una tarifa diferencial para los estudiantes 
genera un impacto económico positivo, encadenado a un beneficio social significativo pues 
permite que los estudiantes puedan permanecer y finalizar sus currículos y mejora 
directamente la calidad de vida de la población estudiantil, fortalece el principio de igualdad 



 

 

y contribuye de manera decidida a la permanencia en el sistema educativo, especialmente 
en contextos donde la distancia entre municipios y centros urbanos constituye un obstáculo 
para la asistencia regular. 

Así las cosas, se puede afirmar sin duda alguna que la implementación de una tarifa 
diferencial de transporte para estudiantes en el Departamento de Boyacá se presenta como 
una herramienta necesaria y coherente con las políticas de acceso, equidad y permanencia 
educativa. Su adopción permitirá mitigar los efectos de las desigualdades socioeconómicas 
del Departamento, garantizando un acceso más justo al derecho a la educación y avanzar 
hacia un modelo de movilidad incluyente aportando al bienestar estudiantil. 

4.  Fundamentos del diseño institucional 

4.1. Naturaleza jurídica del beneficio 

El proyecto adopta la estructura de una ley marco —normas habilitantes, sujetas a la 
disponibilidad presupuestal— porque es la que mejor refleja cómo efectivamente avanzan 
los proyectos de gasto social en Colombia: de forma gradual y sujeta a evaluación técnica 
del Ministerio de Hacienda.  

4.2. Beneficiarios y focalización 

El proyecto focaliza el beneficio por Sisbén IV o el que haga sus veces: no es lo mismo, en 
términos de justicia distributiva y de sostenibilidad fiscal, otorgar el mismo descuento a un 
estudiante en pobreza extrema que a uno de altos ingresos.  

4.3. Financiación y vinculación del sector transportador 

El proyecto vincula a las empresas de transporte mediante incentivos tributarios —y no 
mediante cargas obligatorias—, por ser un mecanismo ya validado en el derecho 
comparado  y menos expuesto a reparos constitucionales que una contribución forzosa. 
Imponer por ley ordinaria una contribución obligatoria sobre las utilidades de un sector 
económico específico, sin definir con la precisión que exige el artículo 338 de la Constitución 
Política el sujeto pasivo, el hecho generador, la base gravable y la tarifa, expondría la norma 
a un cuestionamiento de constitucionalidad y podría afectar la libertad de empresa 
consagrada en el artículo 333 superior. Por eso el artículo 16 proscribe expresamente que 
la vinculación de una empresa transportadora al Sistema se condicione al pago de una 
contribución obligatoria. 

4.4. Sistemas de transporte masivo y equilibrio contractual 

El proyecto cubre expresamente los sistemas de transporte masivo y estratégico 
(SITM/SETP), porque una parte significativa de la población estudiantil urbana se moviliza 
precisamente en estos sistemas. Cuando la aplicación de la tarifa diferencial implique 
modificar contratos de concesión ya suscritos, pues se exige que dicha modificación 
reconozca y compense el impacto sobre el equilibrio económico del contrato, en los 
términos de la Ley 80 de 1993 y la Ley 1150 de 2007, evitando que los municipios con 
sistemas integrados de transporte queden expuestos a reclamaciones y litigios por una 
modificación unilateral no compensada. 



 

 

 

5. MARCO NORMATIVO:  
 

● Constitución Política de Colombia, artículos 2, 13, 24, 44, 67, 209, 300, 333, 334 y 

338. 

● Ley 105 de 1993, "por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte". 

● Ley 115 de 1994, Ley General de Educación. 

● Ley 336 de 1996, Estatuto Nacional de Transporte. 

● Ley 617 de 2000, sobre categorización fiscal de departamentos, distritos y 

municipios. 

● Ley 715 de 2001, sobre competencias y recursos para la prestación de los servicios 

de educación y salud. 

● Ley 80 de 1993 y Ley 1150 de 2007, Estatuto General de Contratación de la 

Administración Pública. 

● Ley 1098 de 2006, Código de la Infancia y la Adolescencia. 

● Ley 1171 de 2007, sobre beneficios a las personas adultas mayores, precedente de 

tarifa diferencial de transporte. 

● Ley 1801 de 2016, Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana. 

● Ley 819 de 2003, normas orgánicas en materia de presupuesto, responsabilidad y 

transparencia fiscal. 

● Ley 310 de 1996, modificada por la Ley 2294 de 2023, sobre cofinanciación de 

sistemas de transporte. 

● Ley 2003 de 2019, sobre el régimen de conflicto de intereses de los congresistas. 

● Ley 2294 de 2023, por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 

"Colombia Potencia Mundial de la Vida", artículo 172. 

 
6. IMPACTO FISCAL 

 

En cumplimiento del artículo 7 de la Ley 819 de 2003, se reconoce que esta iniciativa genera 
impacto fiscal, principalmente por la creación del Fondo Nacional de Tarifa Estudiantil y por 
el incentivo tributario de renta. Este proyecto no pretende eludir la cuantificación de ese 
impacto: corresponde al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en coordinación con el 
Ministerio de Transporte y el Departamento Nacional de Planeación, estimar durante el 



 

 

trámite legislativo el costo agregado de garantizar el piso mínimo del grupo A del Sisbén IV 
a nivel nacional, cruzando la matrícula reportada en el SIMAT y el SNIES con el valor 
promedio del pasaje por región, de manera que el Congreso cuente con una cifra concreta 
antes de la aprobación en primer debate. 

Pese a lo anterior, respecto al cumplimiento del artículo 7 de la Ley 819 de 2003, resulta 
necesario mencionar que la Corte Constitucional en profusas sentencias de 
constitucionalidad (C-859 de 2001, C-911 de 2007, C-502 de 2007, C-577/09 C-766 de 
2010,  C-373/10 entre otras) ha sido enfática en señalar que:  

 “(…) en materia de gasto público, la competencia parlamentaria desarrolla el principio 
superior de legalidad del gasto público, según el cual corresponde al Congreso, en su 
condición de órgano de representación popular, ordenar las erogaciones necesarias 
para ejecutar los compromisos inherentes al Estado Social de Derecho (artículos 150 y 
347 Constitución Política). Sin embargo, el legislador primario por vía de excepción 
reservó para el Ejecutivo la iniciativa legislativa en relación con algunos aspectos 
(artículo 154 Constitución Política)” 
 
“(…) El mencionado artículo 7° de la Ley 819 de 2003 se erige como una importante 
herramienta tanto para racionalizar el proceso legislativo como para promover la 
aplicación y el cumplimiento de las leyes, así como la implementación efectiva de 
las políticas públicas. Pero ello no significa que pueda interpretarse que este 
artículo constituye una barrera para que el Congreso ejerza su función legislativa 
o una carga de trámite que recaiga sobre el legislativo exclusivamente. (…)” 

(subrayado fuera de texto)  
 
“La Corte considera que los primeros tres incisos del art. 7° de la Ley 819 de 2003 deben 
entenderse como parámetros de racionalidad de la actividad legislativa, y como una 
carga que le incumbe inicialmente al Ministerio de Hacienda, una vez que el Congreso 
ha valorado, con la información y las herramientas que tiene a su alcance, las 
incidencias fiscales de un determinado proyecto de ley. Esto significa que ellos 
constituyen instrumentos para mejorar la labor legislativa. Es decir, el mencionado 
artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es obtener que las leyes que se 
dicten tengan en cuenta las realidades macroeconómicas, pero sin crear barreras 
insalvables en el ejercicio de la función legislativa ni crear un poder de veto legislativo 
en cabeza del ministro de Hacienda. Y en ese proceso de racionalidad legislativa la 
carga principal reposa en el Ministerio de Hacienda, que es el que cuenta con los datos, 
los equipos de funcionarios y la experticia en materia económica.” 

 
Mas recientemente, en Sentencia C-085/22, la Corte Constitucional ha sido clara en señalar 
que:  
 

(…) siempre que se demande un enunciado normativo por el desconocimiento del 
procedimiento establecido en el artículo 7 de la Ley 819 de 2003 -argumentándose 
que dicho enunciado incluye una orden de gastos-, es preciso identificar, en una 
primera etapa, si los términos de la ley, al abordar el presunto gasto, son imperativos 
o facultativos y además si son generales o concretos. Dicho de otro modo, 
corresponde verificar si la ley simplemente autoriza al Gobierno Nacional (o a los 



 

 

gobiernos locales) para que la inclusión del gasto dentro del presupuesto se haga 
cuando sea necesario, pertinente o conveniente y a través de una reglamentación 
más concreta según lo demande la ejecución de un determinado proyecto. En este 
evento, no existiría vicio en el procedimiento legislativo si no se siguieron las 
previsiones del artículo 7 de la Ley orgánica. Empero, si la norma demandada, en 
efecto, ordena gastos, en una segunda etapa, deberá revisarse si la iniciativa 
legislativa estuvo en cabeza del Gobierno Nacional o de miembros del Congreso de 
la República. Si estuvo en cabeza de estos últimos, corresponderá evaluar (i) si en 
la exposición de motivos o en los informes de ponencia se estudió el impacto fiscal 
de la medida, (ii) si el Ministerio de Hacienda y Crédito Público rindió concepto en 
relación con el análisis hecho en el punto anterior por los congresistas, y (iii) si, 
presentándose el concepto, el Congreso lo revisó y debatió. Ahora, en caso de que 
la iniciativa hubiere sido de origen gubernamental, lo que sigue es indagar si el 
Gobierno presentó ante el Congreso la fuente que posibilitará la financiación del 
gasto adicional o de la reducción de ingresos que propone. 

 
Lo que quiere decir que la Ley 819 de 2003, de ninguna manera puede interpretarse como 
una norma de sometimiento de las facultades legislativas al ejecutivo. Por el contrario, su 
propósito es el de permitir la concordancia y materialidad de las leyes conforme a las 
realidades fiscales y macroeconómicas del país.  
 

7. POSIBLES CONFLICTOS DE INTERÉS 
 

Con base en el artículo 3º de la Ley 2003 de 2019, según el cual “El autor del proyecto y el 
ponente presentarán en el cuerpo de la exposición de motivos un acápite que describa las 
circunstancias o eventos que podrían generar un conflicto de interés para la discusión y 
votación del proyecto, de acuerdo al artículo 286. Estos serán criterios guías para que los 
otros congresistas tomen una decisión en torno a si se encuentran en una causal de 
impedimento, no obstante, otras causales que el Congresista pueda encontrar”.  
 
A continuación, se pondrán de presente los criterios que la Ley 2003 de 2019 contempla 
para hacer el análisis frente a los posibles impedimentos que se puedan presentar en razón 
a un conflicto de interés en el ejercicio de la función congresional, entre ellas la legislativa.   

“Artículo 1º. El artículo 286 de la Ley 5 de 1992 quedará así: 

(…) 

a) Beneficio particular: aquel que otorga un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del congresista de las 
que no gozan el resto de los ciudadanos. Modifique normas que afecten 
investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que se 
encuentre formalmente vinculado. 

b) Beneficio actual: aquel que efectivamente se configura en las circunstancias 
presentes y existentes al momento en el que el congresista participa de la decisión. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0005_1992_pr007.html#286


 

 

c) Beneficio directo: aquel que se produzca de forma específica respecto del 
congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes 
dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 

Para todos los efectos se entiende que no hay conflicto de interés en las siguientes 
circunstancias: 

a) Cuando el congresista participe, discuta, vote un proyecto de ley o de acto 
legislativo que otorgue beneficios o cargos de carácter general, es decir 
cuando el interés del congresista coincide o se fusione con los intereses de 
los electores. 

b) Cuando el beneficio podría o no configurarse para el congresista en el futuro. 

c) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o 
acto legislativo de carácter particular, que establezcan sanciones o disminuyan 
beneficios, en el cual, el congresista tiene un interés particular, actual y directo. El 
voto negativo no constituirá conflicto de interés cuando mantiene la normatividad 
vigente. 

d) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o 
acto legislativo de carácter particular, que regula un sector económico en el cual el 
congresista tiene un interés particular, actual y directo, siempre y cuando no genere 
beneficio particular, directo y actual. 

e) Cuando el congresista participe, discuta o vote artículos de proyectos de ley o 
acto legislativo que tratan sobre los sectores económicos de quienes fueron 
financiadores de su campaña siempre y cuando no genere beneficio particular, 
directo y actual para el congresista. El congresista deberá hacer saber por escrito 
que el artículo o proyecto beneficia a financiadores de su campaña. Dicha 
manifestación no requerirá discusión ni votación. 

f) Cuando el congresista participa en la elección de otros servidores públicos 
mediante el voto secreto. Se exceptúan los casos en que se presenten inhabilidades 
referidas al parentesco con los candidatos (...)”. (Subrayado y negrilla fuera de 
texto).  

Como se ve el artículo 286 de la Ley 5 de 1992, modificado por el artículo 1° de la Ley 2003 
de 2019, define el beneficio particular como aquel que otorga un privilegio o genera 
ganancias o crea indemnizaciones económicas o elimina obligaciones a favor del 
congresista, de las que no gozan los demás ciudadanos, o que modifica normas que afecten 
investigaciones penales, disciplinarias, fiscales o administrativas a las que el congresista 
se encuentre formalmente vinculado; el beneficio actual como aquel que efectivamente se 
configura en las circunstancias presentes y existentes al momento en que el congresista 
participa de la decisión; y el beneficio directo como aquel que se produce de forma 
específica respecto del congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, 



 

 

o de sus parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o 
primero civil. 

Esa misma norma precisa que no existe conflicto de interés cuando el congresista participa, 
discute o vota un proyecto de ley que otorgue beneficios o cargos de carácter general, es 
decir, cuando el interés del congresista coincide o se fusiona con los intereses de los 
electores. Este es precisamente el caso del presente proyecto: se trata de una iniciativa de 
carácter general, impersonal y abstracto, que beneficia potencialmente a la totalidad de la 
población estudiantil del país —cerca de 12 millones de personas según las cifras citadas 
en el numeral 6— y no genera, por sí misma, un beneficio particular, actual y directo para 
ningún congresista en particular. 

De manera meramente orientativa, se considera que podrían tener un eventual conflicto de 
interés en la discusión y votación de este proyecto los congresistas que tengan familiares 
dentro de los grados de consanguinidad, afinidad o civil previstos en la ley, cuando dichos 
familiares sean beneficiarios directos, actuales y particulares de la tarifa diferencial en 
condiciones distintas a las de la generalidad de los estudiantes del país, o cuando el 
congresista, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o sus parientes dentro de 
los grados señalados, tengan una participación societaria o de control en empresas de 
transporte que puedan resultar beneficiarias de los incentivos tributarios previstos en los 
artículos 15 a 18. Fuera de esas hipótesis específicas, se considera que este proyecto se 
enmarca en el literal a) del artículo 1° de la Ley 2003 de 2019, sobre las circunstancias en 
que no hay conflicto de interés, en tanto no se materializa una situación concreta que 
permita enmarcar un beneficio particular, directo ni actual. En todo caso, corresponde a 
cada congresista evaluar su situación particular y hacerla pública si a ello hubiera lugar. 

Con base en las anteriores consideraciones, presento esta iniciativa para que sea tramitada 
y aprobada por el Congreso de la República.  
 
Cordialmente,  
 
 
 
 
HÉCTOR DAVID CHAPARRO    JENNIFER PEDRAZA   

Representante a la Cámara    Senadora de la República 
Partido Liberal      Partido Dignidad y Compromiso 
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